
 
 

ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
 
 

COMISIÓN PERMANENTE ESPECIAL DE SEGURIDAD Y NARCOTRÁFICO 
 
 
 

AMPLIACIÓN DE PENAS POR DELITOS DE CORRUPCIÓN EN LA FUNCIÓN 
PÚBLICA Y DE CUELLO BLANCO, CREACIÓN DE MULTAS PARA QUE EL 

ESTADO RECOBRE LO ROBADO Y AGRAVAMIENTO DE PENAS PARA ALTOS 
JERARCAS QUE COMETAN CORRUPCIÓN 

 
 

EXPEDIENTE N° 22.866 
 
 

27 de marzo, 2023 
 
 
 
 

DICTAMEN UNÁNIME NEGATIVO 
 
 
 
 

PRIMERA LEGISLATURA 
Del 1º de mayo de 2022 - 30 de abril 2023 

 
 
 

SEGUNDO PERÍODO DE SESIONES ORDINARIAS 
Del 1º de febrero del 2023 al 30 de abril de 2023 

 
 
 
 

ÁREA DE COMISIONES LEGISLATIVAS VII 
 

DEPARTAMENTO DE COMISIONES LEGISLATIVAS  
 

 

  



Expediente 22.866  - 2 - 

 

DICTAMEN UNÁNIME NEGATIVO 

 

Las diputadas y diputados integrantes de la Comisión Permanente Especial de Seguridad 

y Narcotráfico que estudia el proyecto de ley denominado “AMPLIACIÓN DE PENAS 

POR DELITOS DE CORRUPCIÓN EN LA FUNCIÓN PÚBLICA Y DE CUELLO BLANCO, 

CREACIÓN DE MULTAS PARA QUE EL ESTADO RECOBRE LO ROBADO Y 

AGRAVAMIENTO DE PENAS PARA ALTOS JERARCAS QUE COMETAN 

CORRUPCIÓN”, iniciativa de la diputada Franggi Nicolás Solano, publicado en La Gaceta 

N°7 del 17 de enero del 2022, tramitado bajo el expediente N°22.866, rendimos el 

siguiente dictamen unánime negativo, con base en el siguiente análisis: 

I.- RESUMEN DEL PROYECTO 

De conformidad con la exposición de motivos, la presente iniciativa de ley pretende lo 
siguiente:  
 

“…agravar las sanciones penales y pecuniarias para las partes involucradas 
en delitos de cuello blanco. Tanto desde lo público, como particularmente 
desde lo privado donde se cuenta con medios extraordinarios para incentivar 
el trato desigual, el privilegio y los beneficios prohibidos a favor de sus 
negocios. Es mi deseo, igual que el de la mayoría de los costarricenses que 
se llegue al fondo de estos asuntos y se sancione a los responsables, logrando 
que se disuada tanto a funcionarios como a los empresarios de acudir a estos 
mecanismos execrables para maximizar sus beneficios.” 
 
“… hacer más graves, ampliando los plazos y las repercusiones económicas 
de los delitos descritos en el título XV, sección II de nuestro Código Penal. Se 
trata de delitos contra los deberes de la función pública incluidos en la sección 
denominada “Corrupción de Funcionarios” integrada por ocho artículos que 
tratan los tipos penales en el siguiente orden: artículo 347- Cohecho impropio, 
artículo 348- Cohecho propio; artículo 349- Corrupción agravada; artículo 350- 
Aceptación de dádivas por un acto cumplido; artículo 351- Corrupción de 
jueces; artículo 352- Penalidad del corruptor; 352 bis- Supuestos para aplicar 
las penas de los artículos 347 al 352; artículo 353- Enriquecimiento ilícito y 
354- Negociaciones incompatibles.”  

II.- TRÁMITE LEGISLATIVO 

● El 06 de enero del 2022 se presenta el proyecto de ley. 
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● El 12 de enero del 2022 se envía a la Imprenta Nacional para su publicación.  

● El 17 de enero del 2022 se publica en La Gaceta N°7. 

● El 10 de marzo del 2022 ingresa al orden del día de la Comisión Permanente 

Especial de Seguridad y Narcotráfico. 

● El 18 de agosto del 2022 se recibe el informe AL-DEST-IJU-243-2022 del 

departamento de Estudios, Referencias y Servicios Técnicos. 

●  En sesión extraordinaria N° 34 del 27 de marzo del 2023 se conocieron las 

mociones presentadas al expediente.  

● En sesión extraordinaria N° 34 del 27 de marzo del 2023 se conoció por el fondo 

el presente expediente y se votó negativo de forma unánime.  

III.- PROCESO DE CONSULTA 

El Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa estableció que las 
consultas obligatorias son: 

 Corte Suprema de Justicia 

Por lo tanto, se consultó a:  

 Corte Suprema de Justicia 

 Contraloría General de la República 

 Fiscalía General de la República 

 Ministerio de Hacienda 

 Ministerio de Justicia y Paz 

 Procuraduría General de la República 

 Tribunal Supremo de Elecciones 

Las respuestas recibidas, se sintetizan en el siguiente cuadro de resumen: 

Institución Criterio 
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Corte Suprema 
de Justicia 

 
Se devuelve la consulta sin pronunciamiento de la Corte, porque el 
texto consultado no se refiere a la organización o funcionamiento del 
Poder Judicial.   

Contraloría 
General de la 
República 

 
Al no tener esta iniciativa una vinculación directa con la materia de 
Hacienda Pública, el órgano contralor no formula observaciones 
puntuales con relación a la misma.  

Fiscalía General 
de la República 

 
Como primer punto, la Fiscalía General de la República señala una 
inconsistencia entre las reformas propuestas y el fin de protección 
de la norma penal:  
 

“El proyecto 22.866 no amplía las penas (tal como predican 
su título su fundamentación) sino que su tónica predominante 
es disminuir tanto la pena privativa de libertad como la de 
multa; tampoco “crea “multas, porque las mismas ya están 
creadas por el legislador en la ley vigente.  
El proyecto 22.866 incomprensiblemente elimina sujetos 
activos del tráfico de influencias (partidos políticos), en un 
escenario que, como el nuestro, hace de franca necesidad la 
tutela judicial efectiva en esas zonas del quehacer 
democrático. Tales falencias distancian al presente proyecto 
de cualquier función preventiva o disuasiva de la sanción 
penal, como pretende en su fundamentación de motivos, 
razón por la que la Fiscalía General de la República considera 
que el presente proyecto no resulta recomendable en el 
marco de prevención de delincuencias tan graves y de tanto 
compromiso nacional e internacional de nuestro país.”. 
 

Igualmente, menciona la Fiscalía General que el proyecto 22.866 
tiene una omisión que, deliberada o no, es muy grave, al sacar el 
tipo penal de “tráfico de influencias”, establecido en el art. 52 de una 
ley especial como es la Ley de enriquecimiento ilícito y llevarlo a una 
codificación general, como es el Código Penal (pues en el caso del 
concurso aparente de normas priva la norma especial sobre la 
general), y de paso causarle una grave ablación al tipo penal vigente 
en la Ley de enriquecimiento ilícito.  
 
Aunado a lo anterior, el presente Proyecto de ley N°22.866 se 
contradice también con el Proyecto de ley N°22.428 denominado 
“Reformas de leyes en materia de anticorrupción para atender 
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recomendaciones del Grupo  de  trabajo  sobre el soborno  en  las  
transacciones  comerciales  internacionales  de  la Organización  
para la  Cooperación  y  el  Desarrollo  Económicos -OCDE-”,e 
igualmente  es  contradictorio con los tipos penales vigentes en la 
Ley N°4573 (Código Penal), dado que el Proyecto N°22.428 
disminuye sanciones y destipifica conductas, como se ha 
mencionado y se demostrará en el caso del tráfico de influencias. 
 
Y finaliza la Fiscalía General de la República con lo siguiente: 
 
“Con lo que se lleva dicho, fundadamente se puede concluir que el 
proyecto de ley 22.866 aquí criteriado no es recomendable para 
convertirlo en ley de la República, pues lejos de venir a fortalecer el 
sistema punitivo vigente, lo debilita en cuanto a la función de 
prevención y disuasión a partir de la sanción penal, lo cual no es una 
herramienta deseable en el escenario actual de nuestro país. Más 
bien, le quita arrestos a lo que ya la sociedad costarricense ha 
ganado en la lucha contra la corrupción. No se puede fortalecer el 
combate a la corrupción disminuyendo las sanciones, y mucho 
menos las sanciones patrimoniales, que justamente son las que más 
le duelen al infractor, pues el óbice y finalidad última de su actividad 
ilícita, concertada con usuales sujetos infractores, es la ganancia 
ilícita proveniente de su imaginario criminal.”.   

Ministerio de 
Hacienda 

El ministerio de Hacienda contesta que el proyecto en cuestión no 
afecta la competencia de esta cartera ministerial, toda vez que no 
especifica que sea resorte de este Ministerio el cobro o 
administración de los montos que se recauden con motivos de las 
multas que se busca crear y/o aumentar.  
 
El Ministerio de Hacienda hace una clara crítica con respecto a la 
redacción del artículo 347 del Código Penal, que regula el cohecho 
impropio, ya que la presente iniciativa pretende disminuir la sanción 
de prisión pasando de un rango de uno a cinco años y el cobro de 
hasta quince veces el monto equivalente a lo obtenido o prometido 
a una sanción de seis meses a tres años y una sanción pecuniaria 
de hasta cinco veces el monto equivalente a lo obtenido o prometido.   
 
El cohecho impropio se materializa cuando el funcionario público 
para hacer un acto propio de sus funciones, recibe dádivas, algún 
beneficio o promesa, es decirla pena que impone la norma sanciona 
la falta al deber de probidad del servidor público, siendo que con sus 
acciones lesiona el adecuado funcionamiento de la Administración 
Pública y deviene en daño al interés social.  
 
La reducción de la pena de prisión; así como delimitar la multa hasta 
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cinco veces el monto equivalente a lo recibido o prometido, podría 
verse como una sanción leve comparado con el daño que causa un 
acto de corrupción como el  que  se  manifiesta  con  el  cohecho  
impropio,  con lo cual  se  estima  que  al menos  con  esta  reforma  
no  se  estaría  cumpliendo  con  el  propósito  del proyecto de ley en 
estudio en el sentido que se disuada tanto a funcionarios como  a  
los  empresarios  de  acudir a  estos  mecanismos  execrables  para 
maximizar sus beneficios. 
 
Aunado a lo anterior, el artículo 350 del Código Penal regula lo 
relativo a la acepción de dádivas por un acto cumplido, imponiendo 
actualmente una multa de hasta diez veces el monto equivalente al 
beneficio recibido. No obstante, el proyecto de ley pretende disminuir 
esa sanción en hasta cinco veces. Como se indicó en el punto 
anterior, el proyecto de ley que nos ocupa busca desmotivar tanto 
en el servidor como en terceros realizar conductas nocivas que 
atenten contra el adecuado funcionamiento de la función pública y 
que lesionan la confianza en el aparato estatal, razón por la cual 
reducir la multa establecida en el artículo 350 del Código Penal a la 
mitad, podría resultar contraproducente con el objetivo que se 
pretende con este proyecto de ley. 

Ministerio de 
Justicia y Paz 

El Ministerio de Justicia y Paz concluye en su criterio que el proyecto 
de ley 22.866 no es recomendable para convertirlo en ley de la 
República, pues lejos de venir a fortalecer el sistema punitivo 
vigente, lo debilita en cuanto a la función de prevención y disuasión 
a partir de la sanción penal, lo cual no es una herramienta deseable 
en el escenario actual de nuestro país. Más bien, le quita arrestos a 
lo que ya la sociedad costarricense ha ganado en la lucha contra la 
corrupción. No se puede fortalecer el combate a la corrupción 
disminuyendo las sanciones, y mucho menos las sanciones 
patrimoniales, que justamente son las que más le duelen al infractor, 
pues el óbice y finalidad última de su actividad ilícita, concertada con 
usuales sujetos infractores, es la ganancia ilícita proveniente de su 
imaginario criminal.   

Procuraduría 
General de la 
República 

La Procuraduría General de la República menciona que, con 
respecto al artículo 347 del Código Penal vigente, este contiene 
penas privativas de libertad superiores a la propuesta en el proyecto 
de ley, e igualmente, desde la reforma hecha en el 2019 mediante la 
Ley de Responsabilidad de las personas jurídicas sobre cohechos 
domésticos, soborno transnacional y otros delitos, Ley 9699 del 10 
de junio del 2019, contiene dentro de su espectro sancionatorio, una 
pena de multa que es superior a la contenida en el proyecto de ley. 
 
La reforma propuesta al artículo 348 del Código Penal supera en un 
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año el extremo mayor de la pena privativa de libertad vigente, y 
contiene una variación en el extremo inferior y superior de la pena 
de multa que ya existe en el delito en mención.  
 
La Procuraduría General de la República señala que, sobre la 
reforma que propone el numeral 350 del Código Penal, este proyecto 
de ley se encuentra desactualizado, no solo por obviar las reformas 
que se dieron mediante el artículo 38 de la Ley 9699, sino por cuanto 
se propone una sugerida novedad, pero se trata de introducir un 
delito que ya existe, como lo es la penalidad del corruptor, en sus 
cinco modalidades, según regula el ordinal 352 del Código Penal 
vigente.  
 
Además, este proyecto presenta un desfase en la numeración que 
contiene el proyecto de ley, porque el delito de Tráfico de Influencias 
se encuentra regulado en el numeral 52 de la Ley contra la 
Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, Ley 
8422 y que, al estar ya regulado, no observa novedad alguna la 
Procuraduría.  
 
Sobre este aspecto, debe resaltarse que pretender permitir una 
estimación del beneficio patrimonial derivado de la comisión de este 
delito, como la base para aplicar la pena de multa propuesta, podría 
presentar problemas de constitucionalidad, por cuanto, en materia 
de penas, no es viable partir de estimaciones, ya que mediante una 
sentencia condenatoria debe acreditarse sin duda alguna, el 
quantum del beneficio obtenido para poder imponer la sanción de 
multa prevista. 
Adicionalmente, el proyecto de ley refiere que el Tribunal podrá 
prescindir de la orden cuando el valor de lo obtenido sea irrelevante, 
aspecto sobre el cual, conviene preguntarse ¿a qué orden se 
refiere?, ya que lo que se procura regular, corresponde a sanciones 
penales. 
Finalmente, la determinación de qué es irrelevante, es 
inconsecuente con la estructura de un tipo penal cerrado, lo que 
podría reforzar la posibilidad de roces constitucionales. 
En efecto, bajo una regulación con ese contenido correspondería a 
la Autoridad Jurisdiccional definir en qué supuestos el beneficio 
patrimonial tendría la condición de irrelevante.   

Tribunal Suprema 
de Justicia 

1. El Tribunal Supremo de Elecciones menciona que, si bien los 
promoventes establecen como agravante del Tráfico de 
Influencias el ser miembro de este Tribunal Supremo de 
Elecciones, lo cierto es que esa mención no convierte a la 
norma en una de naturaleza electoral. El diseño de los tipos 
penales incluye la   posibilidad   de   que, como   elemento   
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subjetivo   para   castigar   más severamente una conducta, 
el legislador tome en cuenta la condición de funcionario 
público y también el tipo de puesto que desempeñe ese 
servidor dentro de la estructura pública. En ese escenario, se 
estaría produciendo un  delito  especial  impropio  que,  no  
por  ello,  desnaturaliza  el  carácter eminentemente penal de 
la norma represiva. 

  

IV.- SOBRE EL FONDO 

Es importante mencionar lo expuesto en el informe AL-DEST-IJU-243-2022 del 18 de 

agosto del 2022, realizado por el Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea 

Legislativa, donde exponen los siguientes aspectos de cada uno de los artículos que 

contempla el proyecto de ley en análisis.                                         

Con respecto a la propuesta del artículo 347 del Código Penal, se observa una clara 

inconsistencia con la exposición de motivos del proyecto, ya que la justificación del 

proyecto indica que tiene como finalidad el agravar las sanciones penales y pecuniarias 

del delito de cohecho impropio, sin embargo, en el ordinal de esta iniciativa propone una 

pena de prisión de 6 meses a 3 años y una multa hasta 5 veces el monto equivalente a 

lo obtenido y prometido, y actualmente la pena es de 1 a 5 años de prisión con una multa 

de hasta 15 veces el monto equivalente a lo obtenido y prometido, es decir, disminuir 

tanto la pena de prisión como la multa.  

Se debe mencionar que el delito de cohecho impropio es un delito de acción, por lo tanto 

para que se tipifique la conducta ilegítima, la persona funcionaria pública debe haber 

aceptado recibir una dádiva, cualquier ventaja indebida o promesa de una retribución de 

igual naturaleza, para realizar un acto que esté dentro de sus funciones y obligaciones, 

por lo tanto, es un delito que se comete con dolo y para que no se requiere probar la 

existencia del beneficio económico en el patrimonio del encartado. 

Al tener las personas operadoras del derecho, con la aprobación de esta reforma, la 

obligación de probar el beneficio patrimonial podría hacer inaplicable la multa, pues 

muchas personas imputadas en causas de cohecho impropio no ingresan a sus cuentas 
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bancarias los dineros recibidos ni incrementan su patrimonio personal con bienes 

muebles e inmuebles, y en el caso de que lo recibido sea una promesa de conformidad 

con la reforma planteada, no se podría imponer la multa porque no existiría el beneficio 

patrimonial requerido.  

En segundo lugar, el artículo 348 del Código Penal también presenta una inconsistencia 

con respecto a la justificación del proyecto y las penas propuestas ya que el artículo 

vigente fija una multa de hasta 30 veces el monto equivalente al beneficio patrimonial 

obtenido o prometido, mientras que la iniciativa plantea una multa de 10 a 20 veces el 

monto equivalente al beneficio patrimonial obtenido o prometido.  

Ahora bien, el artículo 349 del Código Penal de la iniciativa presenta una contradicción 

con la exposición de motivos del proyecto, por cuanto en la justificación se indica como 

pretensión el agravar las multas; sin embargo, la presente iniciativa fija una multa de 5 

veces el monto equivalente al beneficio patrimonial obtenido, y el artículo vigente impone 

una multa hasta de 10 veces el monto equivalente al beneficio patrimonial obtenido, por 

lo que se recomienda la revisión de la redacción.  

Es pertinente resaltar que en el último párrafo de la reforma planteada se adiciona la 

tipificación del delito de Penalidad del Corruptor, lo que obliga a señalar que el bien 

jurídico protegido en el delito de aceptación de dádivas por un acto cumplido es muy 

diferente al bien que se tutela en la Penalidad del corruptor, la acción que se persigue 

también es diferente, en la aceptación de dádivas la acción la debe desplegar la persona 

funcionaria pública y en Penalidad del corruptor  la acción es llevada a cabo por una 

persona corruptora, de lo anterior se infiere que estamos en presencia de dos delitos 

diferentes que se están tipificando en un mismo artículo, redacción que estaría rozando 

con el principio de legalidad y de tipicidad penal.  

Y, en el caso de marras, no se observa la necesidad técnica jurídica de “fusionar” los 

numerales 350 y 352 del Código Penal, más bien, por ser conductas punibles con 

elementos diferentes, se prevén roces de legalidad y de aplicación de la norma, lo que 

conllevaría  a una ruptura importante en el procedimiento de la lucha y combate contra la 

corrupción, ya que el delito de Penalidad del Corruptor es clave en los ilícitos contra los 
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deberes de la función pública y de enriquecimiento ilícito en la función pública, y al no 

poderse aplicar, estarían quedando sin responsabilidad penal y civil los funcionarios 

públicos y corruptores que han delinquido o delincan ofreciendo y aceptando -según sea 

el caso- dádivas, ventajas o promesas para ejercer sus funciones públicas, es decir, 

estaríamos frente a un debilitamiento del sistema penal anticorrupción. 

Con respecto al artículo 352 del Código Penal resulta de suma importancia mencionar 

que la reforma propuesta elimina de este cuerpo normativo el delito de Penalidad del 

Corruptor y en su lugar, incorpora el delito de Tráfico de Influencias.  

El delito de Tráfico de influencias se encuentra actualmente tipificado en el ordinal 52 de 

la Ley N° 8422, Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, 

así como resaltar que la reforma de marras elimina la posibilidad de elevar en un tercio 

la pena cuando la influencia provenga de miembros de los partidos políticos que ocupen 

cargos de dirección a nivel nacional, y en su lugar incorpora los miembros de los 

organismos administradores del Estado o del sector público que cooperen con su voto a 

la comisión de este delito. 

Se debe indicar que en nuestro Estado y sus instituciones no existen organismos 

administradores del Estado o del sector público, por lo que la reforma planteada presenta 

roces de legalidad y constitucionalidad, situación que también sucede con la frase “…o 

del sector público que cooperen con su voto en la comisión del delito”, que resulta 

ambigua.  

De conformidad con lo esbozado anteriormente, resulta pertinente redundar que el delito 

de tráfico de influencias se encuentra ya tipificado en una ley especial, y en este caso en 

particular, la iniciativa presentada no deroga expresamente el artículo 52 de la Ley N° 

8422 por lo que estaríamos en una antinomia jurídica, ya que la misma conducta estaría 

regulada en dos cuerpos legales diferentes, sean el Código Penal y la Ley contra la 

corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública;  sin embargo,  en el caso 

concreto no cabe la derogatoria tácita por cuanto la norma general no puede derogar una 

norma especial. 
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Finalmente, el presente expediente aborda una reforma al artículo 353 del Código Penal 

a lo que el informe jurídico indica que la propuesta para este numeral resulta ambigua y 

cauda inseguridad jurídica, ya que en derecho penal establece que cuando el Tribunal 

encuentre dificultades desproporcionadas en la comprobación exacta de la cuantía de lo 

obtenido o del valor de éste podrá estimarlas en la medida de dichas dificultades, se está 

dejando a interpretación y a consideración de los operadores del derecho la imposición 

de una multa, por cuanto no se especifica qué es una dificultad desproporcionada, en 

igual situación se encuentra el último párrafo de la reforma que indica que se podrá 

prescindir de la orden cuando el valor de lo obtenido sea irrelevante, la palabra irrelevante 

no es un término jurídico y es un término que está sujeto a la interpretación de cada 

persona, y el derecho penal es un derecho taxativo, todo lo que se puede y lo que no se 

puede hacer debe estar escrito en la norma de manera clara, precisa y concisa. 

En el mismo orden de ideas, es imperativo mencionar que tipificar un delito inobservando 

el principio de legalidad podría estar causando roces de constitucionalidad con el artículo 

39 de nuestra Carta Magna. 

Aunado a lo anteriormente expuesto, El Ministerio Público en el criterio enviado a esta 

comisión sobre el expediente en análisis, concuerda en lo explicado sobre el fondo del 

proyecto y es enfático en que se puede concluir que el proyecto de ley 22.866 aquí 

criteriado no es recomendable para convertirlo en ley de la República, pues lejos de venir 

a fortalecer el sistema punitivo vigente, lo debilita en cuanto a la función de prevención y 

disuasión a partir de la sanción penal, lo cual no es una herramienta deseable en el 

escenario actual  de  nuestro  país. Más bien, le quita arrestos a lo que ya la sociedad 

costarricense ha ganado en la lucha contra la corrupción. 

No se puede fortalecer el combate a la corrupción disminuyendo las sanciones, y mucho 

menos las sanciones patrimoniales, que justamente son las que más le duelen al infractor, 

pues el óbice y finalidad última de su actividad ilícita, concertada con usuales sujetos 

infractores, es la ganancia ilícita proveniente de su imaginario criminal.   

Por todo lo anterior y después del análisis del presente expediente legislativo, es posible 

concluir que el objeto de la iniciativa de ley no va acorde al objetivo propuesto en la 
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justificación del mismo, ya que de entrada busca agravar las sanciones penales y 

pecuniarias para las partes involucradas en delitos de cuello blanco, logrando así que se 

disuada tanto a funcionarios como a los empresarios de acudir a estos mecanismos 

execrables para maximizar sus beneficios y que al final, el articulado propone reformas 

en las que estas sanciones resultan más bajas que las vigentes y que incluso plantea la 

desaparición de delitos como el Penalidad del Corruptor.  

VI.- RECOMENDACIÓN 

De conformidad con lo expuesto, y una vez analizados y estudiados los insumos que 

constan en el expediente legislativo, las suscritas diputadas y diputados integrantes de la 

Comisión Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico, rendimos el presente 

DICTAMEN NEGATIVO UNÁNIME y recomendamos el archivo del expediente del 

proyecto de ley denominado “AMPLIACIÓN DE PENAS POR DELITOS DE 

CORRUPCIÓN EN LA FUNCIÓN PÚBLICA Y DE CUELLO BLANCO, CREACIÓN DE 

MULTAS PARA QUE EL ESTADO RECOBRE LO ROBADO Y AGRAVAMIENTO DE 

PENAS PARA ALTOS JERARCAS QUE COMETAN CORRUPCIÓN”, tramitado bajo el 

expediente N° 22.866. 
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Dado en la Sala Plena I de la Asamblea Legislativa. Área de Comisiones Legislativas 

VII, a los veintisiete días del mes de marzo del año dos mil veintitrés. 

 

 

 

Gloria Navas Montero                    Gilberth Jiménez Siles 
                                                                         

 

 

 

Horacio Alvarado Bogantes    Dinorah Barquero Barquero 
       

 

 

 

Alexander Barrantes Chacón    Gilberto Arnoldo Campos Cruz 
    

 

 

 

Alejandra Larios Trejos      Priscilla Vindas Salazar 
 

 

 

 

Jorge Antonio Rojas López 
 
 

Diputados y Diputadas 
 


